
P R O Y E C T O S  D E  L E Y

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Corte Constitucional en la Sentencia 

T-668/12, realizó un análisis jurídico de la edad de 
retiro forzoso, en los siguientes términos:

“El marco constitucional de los servidores pú-
blicos está regido por el Capítulo II del Título 
V de la Carta, el cual, en líneas generales, 

énes son servidores públicos, establece 
algunas exigencias para acceder a la función pú-
blica, determina su 
prohibiciones y precisa su sistema de nombra-
miento. Asimismo, el artículo 125 superior señala 

 de los cargos de carrera se hará “por 
ón no satisfactoria en el desempeño del 

empleo; por violación del régimen disciplinario 
y por las demás causales previstas en la Cons-
titución o la ley”. Pues bien, la llegada a la edad 
de retiro forzoso es una de aquellas causales pre-
vistas en la ley a las que se re ere la Consti-
tución. En este sentido, el literal g) de la Ley 

el retiro del servicio 
de quienes estén desempeñando empleos de libre 
nombramiento y remoción y de carrera admi-
nistrativa se produce por el arribo a la edad de 
retiro forzoso. Pero, ¿cuál es la edad de retiro 
forzoso? El artículo 31 del Decreto número 2400 

-
cutiva del poder pú

sesenta y cinco 
(65) años será retirado del servicio y no será rein-

-
ño de sus funciones por razón de la edad, se harán 

de prestaciones sociales para los empleados pú-
blicos”. En concordancia con este precepto, el 
artículo 122 del Decreto número 1950 de 1973 
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la Ley 30 de 1992.
El Congreso de Colombia 

DECRETA:

30 de 1992, el cual quedará así:
“Artículo 66. El rector es el representante legal 

y la primera autoridad ejecutiva de la universidad 
 designado por el consejo 

superior universitario. Su designación, requisitos 
y calidades se reglamentarán en los respectivos es-
tatutos.

Parágrafo 1°. La designación del rector de 
las instituciones -
nen el carácter de universidades de conformidad 
con la presente ley se efectuará de ternas presen-
tadas por el consejo directivo. El estatuto general 
determinará los requisitos y calidades que deben 
reunir los candidatos y los procedimientos para 
la integración de esta terna, en los cuales deberá 
preverse la participación democrática de la comu-
nidad académica.

Parágrafo 2°. La edad de retiro forzoso 
para los rectores de las universidades estatales 

 establecida en la ley 
para los docentes universitarios.”

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su expedición y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.
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 sesenta y cinco (65) 
años constituye impedimento para desempeñar 
cargos públicos”. Si bien aparentemente la con-
sagración de una edad de retiro forzoso supone 
prima facie un menoscabo al derecho 
en consecuencia, al mí á com-
puesto por la remuneración percibida por los 
servicios prestados, la Corte Constitucional ha 

ón 
pú -
cionales cuyo logro persigue. En tal sentido, este 

 
“la posibilidad de retirar a un servidor público de 
su empleo, una vez ha alcanzado una determinada 

 instrumento de (sic) 
ón 

para lograr el principio de igualdad de oportuni-
dades en el acceso a los cargos públicos (C.P., 
artí  de los 

 al servicio del Estado (C.P., artículo 
25). Así mismo, medidas de esta índole persiguen 
la efectividad del mandato estatal contenido en el 
artículo 54 de la Carta Política, según el cual ‘el 
Estado debe propiciar la ubicación laboral de las 

 
es concordante con las facultades genéricas de 
intervención del Estado en la economía con 

 pleno empleo a los recursos 
ículo 334). En suma, es posible 
ón de una edad de retiro for-

zoso como causal de desvinculación del servicio 
público, constituye una medida gracias a la cual 
el Estado redistribuye y renueva un recurso esca-
so, como son los empleos pú -

 ciudadanos tengan acceso 
 igualdad de 

oportunidades”. En la misma providencia refe-
renciada, se resaltó ón de la edad de 
65 años como razón -
zoso de cargos públicos sometidos al régimen de 
carrera administrativa “no vulnera el derecho 
fundamental al mínimo vital (C.P., artículo 1°). En 
efecto, la restricción impuesta a los servidores 
pú  forzo-

al disfrute de la respectiva pensió ón 
(C.P., artículo 48) y a las garantías y prestaciones 

ón y asis-
tencia á obligado a dispensar a 
las personas de la tercera edad (C.P., artículos 

 
indicado derecho fundamental”. En suma, el esta-
blecimiento de una edad de retiro forzoso para los 
servidores públicos, en abstracto, no contraviene 
los mandatos constitucionales, en tanto materia-
liza el principio de igualdad de oportunidades en 
el acceso a los cargos públicos, cristaliza el de-

 aspiran a 

Estado y respeta el derecho al mínimo vital del 
 de retiro forzoso, 

pues su expulsión del cargo se remedia con la 

ón de derechos derivados del sistema de 
seguridad social en pensiones. Así ón 

 constitucional-
mente legítimos y la afectació
al servidor público es razonable, dada la com-
pensació  recibe en materia pensional.” 
–Resaltado fuera de texto–

Como puede evidenciarse, establecer la edad 
de retiro forzoso por orden constitucional y según 
los parámetros establecidos en el inciso cuarto del 
artículo 125 de la Constitución Política1, es del 
orden legal, de allí que sea la ley, el instrumento 
para determinarla al igual que las excepciones a la 
misma.

Es por lo anterior, que la Ley 344 de 1996, en 
su artículo 19 estableció una excepción a la edad 
de retiro forzoso para los docentes universitarios, 
ampliando la edad límite de 65 hasta los 75 años. 
Dicho precepto legal establece:

de 1989, 60 de 1993 y 115 de 1994, el servidor 
pú  de 
su pensió ón podrá optar por 

 continuar vinculado al servicio, 
 forzoso. Los 

docentes universitarios podrán hacerlo hasta 
por diez años más. La asignación pensional se 
empezará a pagar solamente después de haberse 
producido la terminación de sus servicios en 
dichas instituciones.”2 –Resaltado fuera de texto–

La Constitución Política de 1991 estableció 
como garantía constitucional “la autonomía uni-
versitaria”, adoptándola como principio, el cual 
fue desarrollado por medio de la Ley 30 de 1992, 
en la cual se regula el servicio de educación supe-
rior. En dicha ley, y en amparo del citado princi-
pio, se crea una nueva categoría de ente públi-
co, denominado “Ente Universitario Autónomo” 
el cual claramente es diferente respecto del siste-
ma orgánico que se predicaba antes de la carta de 
1991, en la cual las universidades 
el carácter de establecimiento público que depen-
dían de la rama ejecutiva.

1  República de Colombia. Constitución Política. Artículo 
125: “Los empleos en los órganos y entidades del Estado 
son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los 
de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya 
sido determinado por la Constitución o la ley, serán nom-
brados por concurso público.

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mis-
mos, se harán previo cumplimiento de los requisitos y 

calidades de los aspirantes.
-

peño del empleo; por violación del régimen disciplinario 
y por las demás causales previstas en la Constitución o 
la ley.

determinar su nombramiento para un empleo de carrera, 
su ascenso o remoción.”

2  Control de constitucionalidad realizado por la Corte Con-
stitucional en Sentencia C-584 de 1997.
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En consecuencia, a partir de la Constitución 
Política de 1991, las universidades -
jaron de pertenecer orgánicamente a la rama eje-
cutiva del poder público, aunque se mantiene su 
régimen de vinculación al Ministerio de Educa-
ción Nacional en lo relacionado con las políticas 
y la planeación del sector. Por tanto, hoy existe 
un vacío en la legislación sobre la edad de reti-
ro forzoso de los rectores universitarios, puesto 
que, en vigencia de la legislación anterior y ante 
el carácter de establecimientos públicos, les era 
aplicable la edad de retiro forzoso general estable-
cida para la rama ejecutiva, esto es, los sesenta y 
cinco (65) años. Pero, aún en vigencia de es-
tas normas, existía la expresa excepción, de la 
Ley 344 de 1996, en la cual los docentes pueden 
permanecer al servicio hasta la edad de setenta y 
cinco (75) años. Como puede apreciarse, no existe 
norma que regule expresamente la edad de retiro 
forzoso de los rectores de los órganos autónomos 
e independientes que nos ocupan, por lo cual el 
presente proyecto de ley pretende saciar ese vacío 
jurídico, dando el mismo trato a los rectores uni-

versitarios, frente a la edad de retiro forzoso de los 
docentes universitarios.

extender la edad de retiro de los docentes univer-
sitarios estatales a setenta y cinco (75) años son 
igualmente válidas para los rectores universitarios, 
pues el carácter especial que las regula y la garantía 
institucional de las que están provistas, aconsejan 
solucionar este vacío normativo para que ellas pue-
dan, dentro del ejercicio de su autonomía, seleccio-
nar a sus rectores mediante reglas claras que no ge-
neren las incertidumbres sobre restricciones ajenas 
al orden jurídico que pretenden aplicárseles por vía 
analógica.

Las universidades estatales deben estar ajenas a 
las interferencias del poder político y son ellas, a 
través de sus propias normas, las que deben regu-
lar aspectos como los que contempla esta iniciativa, 
la cual no busca nada diferente a llenar el vacío de 
legislación y preservar la reserva de ley que juris-
prudencialmente se atribuye a estos elementos de la 
función pública universitaria.

Conforme lo anteriormente expuesto, véase en el 
siguiente cuadro la norma vigente y su propuesta:

TEXTO PROPUESTO TEXTO VIGENTE
“Artículo 66. El rector es el representante legal y 
la primera autoridad ejecutiva de la universidad 

 designado por el consejo 
superior universitario. Su designación, requisitos 
y calidades se reglamentarán en los respectivos 
estatutos.

Parágrafo 1°. La designación del rector de las 
 que no tienen 

el carácter de universidades de conformidad con 
la presente ley se efectuará de ternas presenta-
das por el consejo directivo. El estatuto general 
determinará los requisitos y calidades que deben 
reunir los candidatos y los procedimientos para 
la integración de esta terna, en los cuales deberá 
preverse la participación democrática de la co-
munidad académica.

Parágrafo 2°. La edad de retiro forzoso para los 
rectores de las universidades estatales u 

 ley para los do-
centes universitarios.”
–Resaltado fuera de texto–

“Artículo 66. El rector es el representante legal 
y la primera autoridad ejecutiva de la universidad 

 designado por el consejo 
superior universitario. Su designación, requisit-
os y calidades se reglamentarán en los respec-
tivos estatutos.

Parágrafo. La designación del rector de las in-
 tienen el 

carácter de universidades de conformidad con 
la presente ley se efectuará por parte del Pres-
idente de la República, el gobernador o el al-
calde según el caso, de ternas presentadas por el 
consejo directivo. El estatuto general determi-
nará los requisitos y calidades que deben re-
unir los candidatos y los procedimientos para 
la integración de esta terna, en los cuales deberá 
preverse la participación democrática de la co-
munidad académica.” –Resaltado fuera de texto–

Nota: El texto subrayado fue declarado INEX-
EQUIBLE por la Corte Constitucional en Senten-
cia C-506 de 1999.

De otro lado, el artículo que se pretende modi-
 que se menciona 

en el presente proyecto de ley, fue sometido a 
control constitucional por parte de la Corte Cons-
titucional en la Sentencia C-506 de 1999, en la 
cual se declaró inexequible la frase: “... por parte 
del Presidente de la República, el Gobernador, 
o el Alcalde, según el caso...”. Dicha frase en el 

presente proyecto se elimina del texto sometido 
a trámite legislativo en aras de la preservación del 
orden jurídico vigente.
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SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá D. C., 7 de octubre de 2014
Señor Presidente:

-
to de ley número 106 de 2014 Senado, por medio 

de 1992, me permito pasar a su despacho el expe-
diente de la mencionada iniciativa que fue presen-
tada en el día de hoy ante Secretaría General por el 
honorable Senador Luis Fernando Duque García. 
La materia de que trata el mencionado proyecto de 
ley es competencia de la Comisión Sexta Constitu-
cional Permanente del Senado de la República, de 
conformidad con las disposiciones reglamentarias 
y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE 
 SENADO DE LA REPÚBLICA 

Octubre 7 de 2014

De conformidad con el informe de Secretaría 
General, dese por repartido el proyecto de ley de 
la referencia a la Comisión Sexta Constitucional y 
envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 

Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

José David Name Cardozo.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

PONENCIAS

INFORME DE PONENCIA PARA 
 PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY  

NÚMERO 60 DE 2014 SENADO 

por medio de la cual se crea la Licencia Social de 

Bogotá D. C., septiembre 30 de 2014

Honorable Senador:

LUIS EMILIO SIERRA GRAJALES

Presidente Comisión Quinta Constitucional

Honorable Senado de la República

La Ciudad 

Distinguido Presidente

En cumplimiento del encargo impartido por la 
Mesa Directiva de la Comisión y en virtud de los 
artículos 153 a 156 de la Ley 5ª de 1992, me per-
mito someter a consideración informe de ponencia 
para primer debate del 
60 de 2014 Senado, por medio de la cual se crea 

 
conforme los siguientes consideraciones:

1. Consideraciones Generales:

a) 

La minería cada vez más se va consolidando 
como uno de los renglones más importantes de la 

economía colombiana, representando una de las 
principales locomotoras económicas de nuestro 
país, puesto que no solo se trata de la generación 
de empleos sino también de las inversiones en in-
fraestructura, servicios públicos y gestión social y 
ambiental1.

Conforme al informe del Sector de la Minería a 
Gran Escala (SMGE) este sector económico repre-
sentó para el periodo de 2013 el 2.2% del PIB Na-
cional, 2.046 millones de dólares en exportación, 
4.158 millones de dólares en inversión extranjera 
directa, equivalentes al 14.2%.

Es así que mundialmente Colombia ocupa el dé-
cimo lugar entre los países productores de carbón, 
después de China, Estados Unidos, India, Austra-
lia, Sudáfrica, Rusia, Indonesia, Kazajistán y Po-
lonia. Siendo un mineral que proporciona el 29.6% 
de las necesidades mundiales de energía primaria 
y genera el 42% de la electricidad del mundo.

Según informes de la Contraloría General de 
la Nación2, la producción tanto de hidrocarburos 
como de los principales productos mineros del 
país destinados a la exportación (carbón, oro y ní-
quel) se encuentra altamente concentrada en 7 de 
los 32 departamentos colombianos).

1  Sector de Minería en Colombia. http://www.ccx.com.co/
es/nuestros-negocios/Pages/sector-mineria-colombia.
aspx 

2  Minería en Colombia: Institucionalidad y territorio, 
-

pública. 2013 http://www.contraloriagen.gov.co/docu-
ments/10136/182119332/MineriaEnColombia-Vol2.
pdf/6cc33e0c-29e9-4a65-8561-1215fa8d07a0 
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Fuente: Contraloría General de la República. 
h t tp : / /www.cont ra lor iagen.gov.co/docu-
ments/10136/182119332/MineriaEnColombia-
Vol2.pdf/6cc33e0c-29e9-4a65-8561-1215fa-
8d07a0

Se resalta las características particulares de 
estas regiones: 

• El petróleo se concentra en Casanare, con una 
participación entre 2006 y 2012 del 26% de la pro-
ducción nacional, y el Meta, con el 21% del total 
en el mismo periodo. El 53% restante está distri-
buido en 17 departamentos, dentro de los cuales 
los más importantes son Santander y Huila, cada 
uno con alrededor del 10% de la producción total 
durante el periodo, y que no alcanza, entre los dos, 
a superar la producción del Meta.

• El carbón se origina mayoritariamente en los 
departamentos del Cesar y La Guajira, con 48% y 
42%, respectivamente, de la producción nacional 
durante el mencionado periodo. El 10% restante 
proviene de 9 departamentos y se destina princi-
palmente al consumo interno.

• En el periodo considerado, el oro se produ-
cía prioritariamente en Antioquia. Sin embargo, a 
partir de 2009 el Chocó empieza a incrementar de 
manera acelerada su producción, llegando a repre-
sentar desde ese año hasta el 2012 un 39% de la 
producción nacional, muy cercano al 42% que se 
sigue concentrando en Antioquia. El 19% restante 
se distribuye en casi todo el país, cubriendo en to-
tal 27 municipios adicionales.

• Finalmente, la totalidad del ferroníquel se pro-
duce únicamente en el departamento de Córdoba y 
por una única empresa, Cerromatoso S. A.

b) 
de la población local:

El recurso minero puede llegar a constituirse en 
un importante medio para el progreso económico 
y desarrollo social de una comunidad, y para “al-
canzar un modelo socioeconómico sin exclusiones 
basado en la igualdad de oportunidades y con un 

” necesitamos 
un modelo estatal basado en el aprovechamiento 
sostenible de los recursos naturales, como lo ex-
pone el Plan Colombia Visión 2019, basado en el 
esquema:

No obstante, los índices sociales materializan 
un desequilibrio entre estos elementos estructura-

“la 
calidad de vida de la población de las zonas de 

retraso en contraste con otras regiones”. 
Por ejemplo, en la región occidente, donde ubi-

camos al departamento del Chocó, desde 2009 se 
han incrementado considerablemente la obtención 
de oro hasta alcanzar un 39% de la producción co-
lombiana, pero los indicadores de pobreza son del 
74%. 

En la región Caribe, en el departamento del Ce-
sar, se extrae el 48% de la producción de carbón 
colombiano, sin embargo existe un 76% de necesi-
dades básicas insatisfechas. 

Pero esos no son los únicos datos alarmantes. 
En el tema de salud, si bien el departamento tie-
ne una amplia cobertura (de 116% en 2012), los 

muestra es que hace dos años la tasa de mortalidad 
infantil (TMI) en Colombia era de 18 por cada mil 
nacidos vivos, mientras que en el Cesar y La Gua-
jira, el segundo departamento que produce más 
carbón (42%), las defunciones ascienden a 20 y 
32, respectivamente.

Y, como si fuese poco, en el Caribe la defores-
tación ha sido mucho mayor que en cualquier otra 
región. Entre 2000 y 2007, año tras año, en el norte 
desaparecían 19 hectáreas (ha) por cada mil, mien-
tras que en todo el territorio la tasa era de cinco 
hectáreas. A su vez, las zonas carboneras del Cesar 
talaban, anualmente, 46 hectáreas3.

c) Creación de la Licencia Social de Opera-

En la actualidad, para la ejecución de obras, el 
establecimiento de industrias o el desarrollo de 
cualquier actividad, que de acuerdo con la ley y 
los reglamentos, pueda producir deterioro grave a 
los recursos naturales renovables o al medio am-

notorias al paisaje, se debe expedir una Licencia 

3  La minería en Colombia: la maldición de los recursos 
naturales. Periódico El Tiempo Fe-
cha de publicación 16 de enero de 2014 Autor SERGIO 
SILVA NUMA. http://www.eltiempo.com/archivo/docu-
mento/CMS-13366835 
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Ambiental, por parte de la Agencia Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA) o las Corporacio-
nes Autónomas Regionales (CAR), a través de las 
cuales la autoridad ambiental competente autori-
za la ejecución de una obra o actividad, sujeta al 
cumplimiento de los requisitos que la misma esta-
blezca en relación con la prevención, mitigación, 
corrección, compensación y manejo de los efectos 
ambientales de la obra o actividad autorizada, cuyo 
objetivo es promover la responsabilidad ambiental 
en aras de la protección del medio ambiente.

No obstante, en palabras del anterior Ministro 
de Minas, doctor Amylkar Acosta “las empresas 
pueden tener la licencia ambiental y haber hecho 
las consultas previas pero, si no tienen la licencia 
social los proyectos se tornan inviables, la licen-
cia social es el consentimiento de las comunidades 

gana a través de la responsabilidad social”.4

a la aceptación de las compañías mineras y de sus 
proyectos dentro de las comunidades locales. Para 
obtener una LSO, es necesario desarrollar buenas 
relaciones con todas las partes interesadas, espe-
cialmente con las comunidades locales. 

La credibilidad de las compañías mineras se 
basa en el respeto mutuo, la honestidad, el diálogo 
abierto, la transparencia, el ofrecimiento de res-
puestas oportunas a las inquietudes de la comuni-
dad, la divulgación de información y la constancia 
y el carácter predecible del comportamiento ético 
de las compañías. [1] La obtención de una LSO 
es un factor esencial para reducir los riesgos de 

la compañía. 
En la actualidad, muchas empresas mineras 

consideran la obtención de una LSO como un gas-
to de negocio apropiado que agrega valor a la lar-
ga. Entre las consecuencias de no contar con una 

-

vandalismo, costosos retrasos en las operaciones 
mineras y posibles cierres de las minas derivados 
de la oposición de la comunidad a la mina. 

La LSO solo está asegurada cuando se han esta-
blecido buenas relaciones. Estas no pueden basar-

comunidades locales (aunque lo anterior podría ser 
un factor importante en algunos casos). La Asocia-
ción Canadiense de Prospectores y Empresarios 
advierte a las compañías mineras que el hecho de 
proporcionar bienes materiales “no es necesaria-
mente lo que las comunidades quieren o buscan 
para cumplir los objetivos de sostenibilidad a lar-
go plazo” [10, p. 94] y les recomienda “involucrar 
a la comunidad en la discusión sobre los riesgos, 

4  Proyectos sin licencia son inviables. Revista Dinero. 
Sección País. Fecha de Publicación: Diciembre 1° de 
2014. http://www.dinero.com/pais/articulo/licencia-so-
cial-proyectos-mineros/190454 

oportunidades y discutir los compromisos”. [10, 
p. 94] Además aconseja que las empresas mine-
ras “interactúen con comunidades, pueblos aborí-
genes, organizaciones, grupos e individuos sobre 
la base del respeto, la inclusión y la participación 

5.
La Asociación Canadiense de Prospectores y 

Empresarios puso en marcha el e3 Plus, un Mar-
co para la Exploración Responsable que establece 
principios, directrices y herramientas. Los Princi-
pios para la Exploración Responsable establecen 
que las compañías canadienses deben comprome-
terse con las comunidades en las que llevan a cabo 
sus proyectos, contribuir al desarrollo y el bien-
estar de la comunidad, aplicar prácticas éticas de 
negocio, respetar los derechos humanos, proteger 
el medio ambiente, adoptar sistemas de gestión y 
gobernanza responsables, comprometerse a apli-
car la debida diligencia y a realizar una evaluación 
de riesgo del proyecto y salvaguardar la salud y 
seguridad de los trabajadores y de las poblaciones 
locales. [12] La Herramienta de Prevención de 

principios del compromiso social, los problemas 
típicos que han obstaculizado el involucramiento 
de las compañías con las comunidades, el proceso 
para construir buenas relaciones con todas las par-
tes involucradas, los requisitos que deben cumplir 
las empresas para participar y las mejores prác-
ticas y herramientas que existen en la actualidad 
para que la comunidad se involucre6. 

Debido a que “LA LICENCIA SOCIAL” no 
-

tando y tratando los titulares mineros de conseguir 
el visto bueno de las comunidades, el ganarse la 

-
pectivo proyecto minero se vuelva inviable, el au-
tor sugiere que se estudie y apruebe la iniciativa 
parlamentaria aquí contenida, entre otras, por las 
razones que se acaban de anotar.

Si se parte de la base de que “una minería res-
ponsable es aquella que propicie un desarrollo 
sostenible y que sea compatible con la sostenibi-
lidad social, desde el momento en que se solicite 
un área se debe promover el diálogo continuo con 
las comunidades no solo por parte del inversionis-
ta sino del Estado colombiano, de acuerdo con los 
principios de coordinación, concurrencia y subsi-

ejecución de los planes, programas y proyectos de 
gestión social que se acuerden a través de dicho 
diálogo, el Gobierno Nacional, las entidades te-
rritoriales y las respectivas autoridades de planea-
ción, propenderán porque aquellos tengan cabal 

5  ¿Qué es la Licencia Social para Operar (LSO)? Revista 
Realidad Minera. http://www.miningfacts.org/Comuni-
dades/Que-es-la-licencia-social-para-operar-LSO/ 

6  Idem. http://www.miningfacts.org/Comunidades/Que-
es-la-licencia-social-para-operar-LSO/ 
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previo para poder iniciar la explotación respecti-
va”.

Dicho de otra manera: En Colombia no se podrá 
extraer un gramo, un kilate, un kilo o una tonelada 
de cualquier mineral sino se tienen acordados con 
la comunidad los planes, programas y proyectos 
de gestión social que se deberán acordar a través 
del diálogo Titular - Comunidad, con el acompa-
ñamiento del Gobierno nacional, las entidades te-
rritoriales y las respectivas autoridades de planea-
ción, quienes propenderán porque aquellos tengan 

garantizado el cual podría tener lugar a través de la 
-
-

rían al Titular Minero, constituyéndose esta última 
condición en requisito previo para poder iniciar la 
explotación respectiva.

El autor considera la “licencia social de opera-
ción” así concebida no es un lastre ni un sobrecos-
to, pero sí es la mejor inversión para la sociedad y 
el Estado al igual que para el inversionista debido 
a que todo ello se traduce en reputación para las 
empresas y hoy en día las empresas no valen por 
el dinero sino por su reputación y eso se cotiza en 
Bolsa.

Si lo anterior se logra, estaremos avanzando en 
la dirección correcta e iremos allanando el camino 

le está haciendo al país, a la comunidad, al sector y 
a las propias empresas mineras.

2. Marco Constitucional y Legal:

Artículo 79. Todas las personas tienen derecho 
a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará 
la participación de la comunidad en las decisiones 
que puedan afectarlo. 

Es deber del Estado proteger la diversidad e in-
tegridad del ambiente, conservar las áreas de es-
pecial importancia ecológica y fomentar la educa-

Artículo 80. 
aprovechamiento de los recursos naturales, para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conserva-
ción, restauración o sustitución.

Además, deberá prevenir y controlar los facto-
res de deterioro ambiental, imponer las sanciones 
legales y exigir la reparación de los daños causa-
dos. 

Así mismo, cooperará con otras naciones en la 
protección de los ecosistemas situados en las zo-
nas fronterizas.

• Leyes y decretos:
Ley 1333 de 2009, por la cual se establece el 

procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan 
otras disposiciones.

Ley 685 de 2001, por la cual se expide el Códi-
go de Minas y se dictan otras disposiciones.

Ley 99 de 1993, por la cual se crea el Minis-
terio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación 
del medio ambiente y los recursos naturales reno-
vables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental 
(SINA), y se dictan otras disposiciones.

por el cual se 
-

bre licencias ambientales.
3. 
En primer lugar, aplicando las reglas de técnicas 

legislativas y para evitar la proliferación de leyes, 
que tienen tendencia a aumentar año tras año, es 
necesario realizar la vinculación de esta propuesta 
a la Ley 99 de 1993, norma marco del medio am-
biente, por lo cual se propone adicionar un artículo 
nuevo a la ley en referencia para regular la licencia 
social de operación. 

Segundo, se reorganizará la redacción del título 
-

tido en su aplicación.
Tercero, se adiciona un artículo que estipula 

la reglamentación de la materia dentro de los seis 
meses siguientes a la expedición de la ley.

4. Proposición:
Solicito a la Comisión Quinta Constitucional de 

Senado DAR PRIMER DEBATE FAVORABLE, 
al -

 por medio de la cual se crea 

conforme al texto propuesto.
Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO AL INFORME DE 
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 60 DE 2014 
SENADO 

por medio de la cual se crea la Licencia Social 

disposiciones.
Artículo 1°: Adiciónese el artículo 62A a la Ley 

99 de 1993, por la cual se crea el Ministerio del 
Medio Ambiente, se reordena el Sector Público en-
cargado de la gestión y conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables, se 
organiza el Sistema Nacional Ambiental (SINA), y 
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Artículo 62A. Licencia Social de Operación. 
El concesionario de minas para proyectar, preparar 
y ejecutar sus estudios, trabajos y obras, no reque-
rirá licencias, permisos o autorizaciones distintas 
de las relacionadas en este Código o en las dispo-
siciones legales a que este haga remisión expre-
sa, sin perjuicio de la competencia de la autoridad 
ambiental. 

Para lo cual se deberá expedir la Licencia So-
cial de Operación (LSO), desde el momento en 
que se solicite un área para la prospección, explo-
ración y explotación de la misma, promoviendo el 
diálogo continuo con las comunidades entre los 
inversionistas y el Estado colombiano, de acuerdo 
con los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad. 

Parágrafo. Teniendo en cuenta que una mine-
ría responsable es aquella que propicie un desarro-
llo sostenible y que sea compatible con la sosteni-
bilidad social, se deberá asegurar la real ejecución 
de los planes, programas y proyectos de gestión 

social que se acuerden a través de dicho diálogo, 
el Gobierno Nacional, las entidades territoriales 
y las respectivas autoridades de planeación, pro-

y ello será requisito previo para poder iniciar la 
explotación respectiva.

Artículo 2°. Reglamentación. El Gobierno Na-
cional reglamentará la materia dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la expedición de la presente 
ley.

Artículo 3°. Vigencia y Derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de su publicación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

TEXTOS DE PLENARIA 
TEXTO APROBADO EN SESIÓN 
PLENARIA DEL SENADO DE LA 

REPÚBLICA EL DÍA 1° DE OCTUBRE DE 
2014 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 188 

DE 2014 SENADO 026 DE 2013 CÁMARA 
por medio de la cual se establecen nuevos 

parámetros para la atención y distribución de la 
estampilla para el bienestar del adulto mayor.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La presente ley tiene por 
objeto la protección a las personas de la tercera 
edad o adultos mayores en situación de vulnerabi-
lidad o en estado de indigencia o extrema pobreza, 
a través de las instituciones denominadas Centros 
Vida y Centros de Bienestar del Adulto Mayor, 
que contribuyen a brindarles una atención integral 
a sus necesidades y mejorar su calidad de vida. 

Artículo 2°. Alcances. La presente ley aplica en 
todo el territorio nacional, en las entidades territo-
riales de cualquier nivel, que implementen a través 
de las Corporaciones Públicas el cobro de la es-
tampilla y donde funcionen Centros de Bienestar 
del Anciano y/o Centros Vida. 

Artículo 3°. Autorízase a las Asambleas depar-
tamentales y a los Concejos distritales y munici-
pales para emitir una estampilla, la cual se llamará 
Estampilla para el Bienestar del Adulto Mayor, 
como recurso de obligatorio recaudo para contri-
buir a la construcción, instalación, adecuación, 
dotación, funcionamiento y desarrollo de progra-
mas de prevención y promoción de los Centros 
de Bienestar del Adulto Mayor y Centros de Vida 

para la Tercera Edad, en cada una de sus respecti-
vas entidades territoriales. 

Así mismo, estas corporaciones señalarán el 
sujeto activo, pasivo, hecho generador, base gra-
vable, tarifa y demás asuntos inherentes al uso de 
la estampilla de conformidad con lo establecido en 
la presente ley. 

El producto de dichos recursos se destinará en 

y el restante se distribuirá a los Centros de Bien-
estar del Adulto Mayor, sin perjuicio de los recur-
sos adicionales que puedan gestionarse a través 
del sector privado y la cooperación internacional. 
Este recurso deberá ser girado trimestralmente a 
las instituciones que estén prestando el servicio a 
la población objetivo de la presente ley. 

Parágrafo 1°. El recaudo de la estampilla será 
invertido por la Gobernación o Alcaldía en los 
Centros de Bienestar del Adulto Mayor y Centros 
Vida de su Jurisdicción, en proporción directa al 
número de Adultos Mayores en condición de vul-
nerabilidad y en situación de indigencia o pobreza 
extrema que se atiendan en estas instituciones. 

Parágrafo 2°. En el evento que en la entidad te-
rritorial no exista Centro Vida, se entenderá que 

-
ciación del Centro de Bienestar del Adulto Mayor. 
Así mismo, en el evento que en la entidad territo-
rial no exista Centro de Bienestar del Adulto Ma-
yor, se entenderá que el 100% de los recursos se 

Parágrafo 3°. Las ordenanzas y los acuerdos 
que expidan las corporaciones públicas, en cada 
una de su respectiva jurisdicción, serán comuni-
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cados al Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
para lo de su competencia. 

Artículo 4°. La emisión de la estampilla a la 
-

gencia por un período de diez años, en cada sec-
ción territorial, que la establezca; y al cabo de este 
tiempo se someterá a examen del Comité encarga-
do de vigilar el recaudo y ejecución de los recur-
sos producto de la aplicación de la estampilla, es-
tablecido en el artículo décimo cuarto de esta ley, 
quien determinará su continuidad o terminación de 
la misma. 

Este recaudo se aplicará a toda persona natural 
o jurídica que celebre contratos o actos con entida-
des públicas del sector central y descentralizado, 
del orden territorial; y con entidades públicas del 
sector central y descentralizado, del orden nacio-
nal; con entes corporativos de carácter público; 
con los organismos de control que conforman el 
Ministerio Público; y con los órganos autónomos, 
que tengan jurisdicción en el respectivo ente terri-
torial. 

La tarifa de la estampilla será hasta un tres por 
ciento (3%) del valor de los actos o contratos y 
sus adiciones que se efectúen en todos los departa-
mentos y municipios del país. 

Artículo 5°. El recaudo de la estampilla será 
aplicado, en su totalidad, para contribuir a la cons-
trucción, adecuación, dotación, funcionamiento y 
desarrollo de programas de prevención y promo-
ción de los Centros de Bienestar del Adulto Ma-
yor, y Centros de Vida para la Tercera Edad. 

de Vida y los Centros de Bienestar del Adulto Ma-
yor, los Adultos Mayores en condición de vulne-
rabilidad pertenecientes a los niveles I, II y III del 
Sisbén establecidos para el régimen subsidiado 

-
tenecientes a las comunidades indígenas; aquellos 
otros que se encuentren en estado de indigencia o 
pobreza extrema, y quienes según avaluación so-
cioeconómica realizada por profesional experto, 
requieran de este servicio para mitigar condicio-
nes de vulnerabilidad, aislamiento o carencia de 
soporte social. 

Parágrafo. Los Centros Vida y los Centros de 
Bienestar del Adulto Mayor, tendrán la obliga-
ción de prestar servicios de atención gratuita a los 
Adultos Mayores en estado de indigencia o ex-
trema pobreza, que no pernocten necesariamente 
en los centros, a través de los cuales se garantiza 
el soporte nutricional, actividades educativas, re-
creativas, culturales y ocupacionales y los demás 
servicios mínimos establecidos en la presente ley. 

Artículo 7°. Responsabilidad. El Gobernador 
y/o el Alcalde municipal o distrital será el res-
ponsable del desarrollo de los programas que se 
deriven de la aplicación de los recursos de la es-
tampilla en su respectiva jurisdicción, y delegará 
en la dependencia competente, la ejecución de los 

proyectos que componen los Centros Vida y los 
Centros de Bienestar del Adulto Mayor, creando 
todos los sistemas de información que permitan un 
seguimiento completo de la gestión realizada por 
estos. 

Parágrafo. La ejecución de los recursos en los 
departamentos, distritos y municipios se podrá 
realizar a través de convenios con entidades reco-
nocidas para el manejo de los Centros Vida y Cen-
tros de Bienestar del Adulto Mayor, no obstante, 
estos deberán prever dentro de su estructura admi-
nistrativa la unidad encargada de su seguimiento 
y control como estrategia de una política pública 
orientada a mejorar las condiciones de vida de las 
personas de tercera edad. 

Artículo 8°. 
-

nes: 
a) Centro Vida. Conjunto de proyectos, pro-

cedimientos, protocolos e infraestructura física, 
técnica y administrativa orientada a brindar una 
atención integral, durante el día, a los Adultos Ma-
yores, haciendo una contribución que impacte en 
su calidad de vida y bienestar; 

b) Adulto Mayor. Es aquella persona que cuenta 
con sesenta (60) o más años de edad; 

c) Atención Integral. Se entiende como Aten-
ción Integral al Adulto Mayor al conjunto de ser-
vicios que se ofrecen al Adulto Mayor, en los Cen-
tros, orientados a garantizarle la satisfacción de 
sus necesidades de protección, alimentación, sa-
lud, interacción social, deporte, cultura, recreación 
y actividades productivas, como mínimo; 

d) Atención Primaria al Adulto Mayor. Con-
junto de protocolos y servicios que se ofrecen al 
adulto mayor, en un Centro Vida, para garantizar 
la promoción de la salud, la prevención de las en-
fermedades y su remisión oportuna a los servicios 
de salud para su atención temprana y rehabilita-
ción, cuando sea el caso. El proyecto de atención 
primaria hará parte de los servicios que ofrece el 
Centro Vida, sin perjuicio de que estas personas 
puedan tener acceso a los programas de este tipo 
que ofrezcan los aseguradores del sistema de salud 
vigente en Colombia; 

e) Centro de Bienestar para el Adulto Mayor. 
Son instituciones sin ánimo de lucro, de naturale-
za pública, privada, o mixta, que cuentan con in-
fraestructura física en donde se prestan de manera 
permanente o temporal, los servicios de hospeda-
je, alimentación, cuidado básico integral, salud y 
asistencia social, y desarrollan actividades lúdicas, 
culturales y deportivas, para el bienestar de las 
personas adultas mayores, orientadas a promover 
un envejecimiento activo, productivo y saludable. 

Artículo 9°. Adopción. En la ordenanza y/o 
acuerdo de la Asamblea Departamental o del Con-
cejo municipal o distrital, en donde se establezca 

-
niciones de Centros Vida y Centros de Bienestar 
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del Adulto Mayor contempladas en las Leyes 1251 
de 2008 y 1315 de 2009, la presente ley, y demás 
normas complementarias, estableciendo aquellos 
servicios que como mínimo, se garantizarán a la 
población objetivo, de acuerdo con los recursos a 

Parágrafo 1°. A través de una amplia y bien 
difundida convocatoria, utilizando los medios de 
comunicación comunitarios, locales y regionales; 
las entidades territoriales establecerán la pobla-

anteriormente establecidos, conformando la base 
de datos inicial para la planeación del Centro de 
Vida y el Centro de Bienestar del Adulto Mayor. 

Parágrafo 2°. De acuerdo con los recursos dis-
ponibles y necesidades propias de la entidad te-
rritorial, podrán establecerse varios Centros Vida, 
estratégicamente ubicados en el perímetro munici-
pal, que operando a nivel de red, podrán funcionar 

-
tivo con un mínimo de desplazamientos. 

Artículo 10. Los grupos 
de Adultos Mayores organizados y acreditados, en 
la entidad territorial serán los encargados de efec-
tuar la veeduría sobre los recursos recaudados por 
concepto de la estampilla que se regula a través de 
la presente ley. Así mismo ejercerán la veeduría 
sobre los servicios prestados, y la selección y nú-

Artículo 11. 
Centro Vida. Sin perjuicio de que la entidad pueda 
mejorar esta canasta mínima de servicios, los Cen-
tros Vida ofrecerán al adulto mayor lo siguiente: 

1. Alimentación que asegure la ingesta necesa-
ria, a nivel proteico-calórico y de micronutrientes 
que garanticen buenas condiciones de salud para 
el adulto mayor, de acuerdo con los menús que de 
manera especial para los requerimientos de esta 
población, elaboren los profesionales de la nutri-
ción. 

2. Orientación psicosocial. Prestada de mane-
ra preventiva a toda la población objetivo, la cual 
persigue mitigar el efecto de las patologías de 
comportamiento que surgen en la tercera edad y 
los efectos a las que ellas conducen. Estará a car-
go de profesionales en psicología y trabajo social. 
Cuando sea necesario, los adultos mayores serán 
remitidos a las entidades de la seguridad social 

3. Atención Primaria en Salud. La cual abar-
cará la promoción de estilos de vida saludable, 
de acuerdo con las características de los adultos 
mayores, prevención de enfermedades, detección 
oportuna de patologías y remisión a los servicios 
de salud cuando ello se requiera. Se incluye la 
atención primaria, entre otras, de patologías rela-
cionadas con la malnutrición, medicina general, 
geriatría y odontología, apoyados en los recursos 
y actores de la Seguridad Social en Salud vigente 

en Colombia, en los términos que establecen las 
normas correspondientes. 

4. Aseguramiento en Salud. Será universal en 
todos los niveles de complejidad, incluyendo a los 
adultos mayores dentro de los grupos prioritarios 

-

5. Capacitación en actividades productivas de 
acuerdo con los talentos, gustos y preferencias de 

6. Deporte, cultura y recreación, suministrado 
por personas capacitadas. 

7. Encuentros intergeneracionales, en convenio 

8. Promoción del trabajo asociativo de los 
adultos mayores para la consecución de ingresos, 
cuando ello sea posible. 

9. Promoción de la constitución de redes para el 
apoyo permanente de los Adultos Mayores. 

10. Auxilio exequial mínimo de un salario mí-
nimo mensual vigente, de acuerdo con las posibili-
dades económicas del ente territorial. 

Parágrafo 1°. Con el propósito de racionalizar 
los costos y mejorar la calidad y cantidad de los 

convenios con las Instituciones Educativas públi-
cas o privadas que posean carreras de ciencias de 
la salud (medicina, enfermería, odontología, nu-
trición, trabajo social, psicología, terapias, entre 
otras); carreras como educación física, artística. 

Parágrafo 2°. Los Centros de Bienestar presta-
-

tros Vida prestarán sus servicios como mínimo de 
lunes a viernes con una intensidad horaria mínima 
de 6 horas. 

Artículo 12. Financiamiento. Los Centros Vida 
-

te de la estampilla y los Centros de Bienestar del 
 del re-

caudo restante; de igual manera el ente territorial 

que se establecen en la Ley 715 de 2001, Destina-
ción de Propósito General y de sus Recursos Pro-
pios, para apoyar el funcionamiento de los Centros 
Vida, y los Centros de Bienestar del Adulto Ma-
yor, los cuales podrán tener coberturas crecientes 
y graduales, en la medida en que las fuentes de 
recursos se fortalezcan. Este recurso deberá ser gi-
rado trimestralmente a las instituciones que estén 
prestando el servicio a la población, objetivo de la 
presente ley. 

No obstante, el Centro podrá gestionar ayuda 
y cooperación internacional en apoyo a la tercera 
edad. 

Parágrafo 1°. La atención en los Centros Vida, 
y en los Centros de Bienestar del Adulto Mayor, 
para la población en condición de vulnerabilidad 
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y en estado de indigencia o pobreza extrema, será 
gratuita. 

-
nimas cuando la situación socioeconómica del 
Adulto Mayor, así lo permita, de acuerdo con la 
evaluación practicada por el profesional de Traba-
jo Social. Estos recursos solo podrán destinarse, al 
fortalecimiento de los Centros Vida y los centros 
de Bienestar del Adulto Mayor. 

Artículo 13. La presente ley hará parte integral 
de las políticas, planes, programas o proyectos que 
se elaboren en apoyo a los adultos mayores de Co-
lombia. 

Artículo 14. -
ministrativo. -
titución y la ley, será ejercido por la Contraloría 
competente en la jurisdicción de cada entidad te-
rritorial. 

El Control administrativo será ejercido por un 
comité encargado de vigilar el recaudo y ejecución 
de los recursos producto de la aplicación de la es-
tampilla; de brindar los lineamientos que permitan 
reglamentar los servicios y proyectos desarrolla-
dos por estas Instituciones; de supervisar el correc-
to funcionamiento y cumplimiento de los progra-
mas desarrollados por estas instituciones. 

Este comité estará conformado por un repre-
sentante de la entidad territorial del orden departa-
mental, un representante del Ministerio de Salud, 
un representante del Ministerio de Trabajo y dos 
representantes de organizaciones de adulto mayor, 
y funcionará solo en la entidad territorial del orden 
departamental donde se haya implementado el re-
caudo de la estampilla para el Bienestar del Adulto 
Mayor. 

La entidad territorial reglamentará lo concer-
niente al funcionamiento de este comité en un pla-
zo no mayor a seis meses contados a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 15. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación, y deroga to-
das las normas que le sean contrarias. 

Parágrafo Transitorio. Las normas adoptadas 
por las entidades territoriales en virtud de las leyes 
derogadas, Ley 48 de 1986, Ley 687 de 2001 y 
1276 de 2009, mantendrán su vigencia hasta cuan-
do las entidades territoriales expidan las ordenan-
zas departamentales y los acuerdos municipales 
en los términos de la nueva ley o hasta seis meses 
después de entrada en vigencia la presente ley. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
1° de octubre de 2014, al 

 por 
medio de la cual se establecen nuevos parámetros 
para la atención y distribución de la estampilla 
para el bienestar del adulto mayor, y de esta ma-
nera continúe su trámite legal y reglamentario en 
la honorable Cámara de Representantes. 

Fernando Tamayo Tamayo, Bernabé Celis  
Carrillo,
Ponentes

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
Senado el día 1° de octubre de 2014 según Texto 

-
nes.

El Secretario General,

CONCEPTOS JURÍDICOS 

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE DEFENSA NACIONAL AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 37 DE 2014 SENADO, 52 

DE 2014 CÁMARA
Proyecto de ley de Presupuesto General de la 
Nación 2015 “Prioridades sociales para el 

tiempo de la paz”.
N° - 67522 MDN-DMSG.EC-1.10
Bogotá D. C., 29 de septiembre de 2014 
Doctor 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
Senado de la República 
Congreso de la Republica 
Ciudad 
Estimado doctor Eljach: 

De manera atenta, me permito remitir para su 
conocimiento, algunas observaciones sobre la si-
tuación del Presupuesto y Seguridad del Sector 
Defensa para el año 2015, con miras a la discusión 
del 

 “Proyecto de ley de Presu-
puesto General de la Nación 2015 “Prioridades 
sociales para el tiempo de la paz”, que cursa en el 
Congreso de la República. 

Cordial Saludo, 

Adjunto documento en seis (6) páginas. 
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Situación del Presupuesto del Sector 
 Defensa y Seguridad 2015

En los últimos 5 años Colombia ha presenta-
do un crecimiento económico sostenido que se ha 
destacado mundialmente. Con un incremento del 
PIB de 6.4% en el primer trimestre de 2014, el 
país se posicionó como el primero en la región con 
mayor expansión económica y el segundo a nivel 

inversión extranjera directa, indicador que entre 
2009 y 2013 aumentó 135%, contribuyendo así al 
fortalecimiento de sectores como el manufacture-
ro, transporte, comunicaciones, servicios y agri-
cultura. En los mismos años, la tasa de desempleo 
promedio se redujo en 25%, lo que impacta en el 
bienestar y estabilidad de las familias colombia-
nas. Asimismo, las empresas nacionales han pre-
sentado importantes valorizaciones en el mercado 
de valores, en donde el Índice General de la Bolsa 

-
te (en promedio de 8% anual). 

seguridad y defensa que estos resultados han sido 
posibles. Esta situación se deriva, en buena parte, 
de lo que se ha denominado el Círculo Virtuoso 
de la Inversión de Seguridad y Defensa, el cual se 
puede apreciar en la Ilustración 1: 

Ilustración 1: Círculo Virtuoso de la Inver-
sión en Seguridad y Defensa

y Seguridad cuenta con un Plan de Modernización 
y Fortalecimiento que ha garantizado que el país 
cuente con las condiciones de seguridad y defensa 
necesarias para la prosperidad y la paz. 

De hecho, el señor Presidente de la República 
ha manifestado su intención de continuar impul-
sando este proceso durante el presente cuatrienio, 
enfocado en el bienestar, la educación y el forta-
lecimiento de las capacidades de nuestra Fuerza 
Pública. 

Este programa de Modernización y Fortaleci-
miento partió del análisis de las amenazas y retos 
del país en el presente y en el futuro cercano. De 
hecho, el cambio en el panorama estratégico in-
terno caracterizado por una mutación de los gru-
pos terroristas hacia la criminalidad, el auge de 
la minería criminal y nuevos delitos cibernéticos, 
entre otros, así como el compromiso de proteger 

y garantizar unos posibles acuerdos de paz, hacen 
necesario fortalecer la seguridad ciudadana y el 
control territorial. En el ámbito externo, se hace 
necesaria la modernización y el fortalecimiento de 
las capacidades estratégicas para garantizar la so-
beranía y la integridad territorial. 

Así, la apuesta por un país seguro y en paz, sus-
tentada en el bienestar, modernización y fortale-
cimiento de las Fuerzas Armadas, va de la mano 
de recursos adicionales para el presente cuatrienio. 
Sostener este esfuerzo resulta imprescindible de 
cara a los múltiples y complejos desafíos del fu-
turo. 

Así las cosas, luego de un riguroso proceso de 

hacerle frente a los retos que vienen para el país, 
así como de un proceso de priorización, detallado, 
se ha determinado que la implementación completa 
de la modernización y el fortalecimiento del Sec-
tor asciende a $10,9 billones en el siguiente cua-
trienio (2015-2018), incluyendo las necesidades 
en gastos de funcionamiento e inversión. Como en 

a través de recursos extraordinarios estas iniciati-
vas, de manera que con una buena programación 
sea posible planear para los próximos cuatro años 
los diferentes componentes del plan. 

Sin embargo, el proyecto de Ley de Presupues-
to General de la Nación 2015, radicado el pasado 
29 de julio en el Congreso de la República, no in-

-
trario, presenta una disminución en recursos que 

A continuación, se señalan los faltantes que se 
presentan, tanto en funcionamiento como en inver-
sión, y que son necesarios para llevar a cabo las 
políticas establecidas por el señor Presidente de la 
República. 

 
En primer lugar hay que referirse al incremen-

to en el tamaño de la Policía Nacional, iniciativa 
que se ha adelantado desde el cuatrienio anterior 

mayores niveles de seguridad ciudadana. Dados 
los anuncios del señor Presidente, en el sentido de 
aumentar en 15.000 uniformados la Policía duran-
te este cuatrienio, es necesario que el presupuesto 
para 2015 incluya los gastos asociados con la in-
corporación de 5.000 nuevos alumnos como requi-
sito inicial del plan. Esto representa para el Sector 
un gasto adicional por $135 mil millones en 2015, 
entre gastos de personal y generales. 

Así mismo, el incremento en el pie de fuerza 
de la Policía Nacional en los últimos años tiene un 
impacto recurrente en los gastos generales que no 

cual tuvo un incremento de solo el 3% en la Policía 
-

da para 2015. 
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En segundo lugar, los gastos generales de la 
Fuerza Pública fueron presupuestados con una dis-
minución de 2.9% (Cuadro 1). A través de este ru-

y ancho del país, por lo cual su reducción pone 
en riesgo la capacidad operacional de las Fuerzas 

Militares y la Policía Nacional, así como el man-
tenimiento de los equipos e instalaciones en un 
momento crítico para el logro de la paz. El monto 
mínimo necesario para garantizar las operaciones 
de las Fuerzas Militares asciende a $195 mil mi-
llones, equivalentes al ajuste del 3% en los gastos 
actuales. 

Cuadro 1: Gastos Generales Sector Defensa y Seguridad
Millones de pesos 

UNIDAD EJECUTORA 2014 2015 var Abs Var %
15-01-02 COMANDO GENERAL 44.143 29.864 (14.279) -32.3% 
15-01-03 EJÉRCITO 1.328.346 1.274.208 (54.138) -4.1% 
15-01-04 ARMADA 276.926 261.787 (15.139) -5.5%
15-01-05 FUERZA AÉREA 683.479 641.968 (41.511) -6.1% 
TOTAL FUERZAS MILITARES 2.332.894 2.207.827 (125.067) -5.6% 
16-01-01 POLICÍA NACIONAL 1.095.184 1.123.364 28.180 2.6% 
TOTAL FUERZA PÚBLICA 3.428.078 3.331.191 (96.887) -2.9% 

En adición a la reducción en los gastos gene-
rales, es necesario tener en Cuenta que el Sector 
Defensa requiere que se le reconozca como gasto 
estructural recursos adicionales por $233 mil mi-
llones anuales, que corresponden a la operación 
y mantenimiento de las adquisiciones que se han 
realizado durante los últimos años y que se en-
cuentran actualmente en operación. 

Vale la pena resaltar que el Sector se encuentra 
comprometido con garantizar el bienestar de las 
Fuerzas. Así, es prioritario el aumento de la pen-
sión de invalidez para nuestro personal uniforma-
do herido, lo cual costaría aproximadamente $44 
mil millones. También es importante la implemen-
tación del Fondo de Defensa Técnica y Especiali-
zada para los Miembros de la Fuerza Pública (Fon-
detec) que requiere recursos por $15 mil millones 
para la próxima vigencia y la puesta en marcha del 
Centro de Rehabilitación Integral (CRI) por $15 
mil millones de pesos. Sin embargo, con la reduc-
ción presentada en gastos generales, estas iniciati-
vas no podrán ser asumidas por el Sector. 

En tercer lugar, respecto a las transferencias, 
además de la reducción generalizada de todos sus 

-
tencias y conciliaciones para 2015, que asciende 
a $400 mil millones y que es una obligación legal. 

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, el 

el Proyecto de Ley de Presupuesto 2015 asciende 
a $1.037 billones, como se observa en el Cuadro 2.

Cuadro 2: Necesidades Gastos de Funciona-

Miles de millones de pesos

Necesidad Monto
Sentencias y conciliaciones 400 
Gastos generales por nuevas 
adquisiciones 

233 

Necesidad Monto
Ajuste Gastos Generales 195 
Incorporación 5.000 nuevos policías 135 
Bienestar (Fondetec, CRI, Pensión 
Heridos) 

74

1.037
 Inversión 
Dentro del monto de inversión contenido en 

el Proyecto de Ley de Presupuesto para 2015, al 
Sector Defensa le corresponden $1,42 billones. Si 
bien este monto incluye parcialmente los proyec-
tos ordinarios de las Fuerzas Armadas, excluye el 

-
nal, el cual resulta del crecimiento del pie de fuer-
za durante el último cuatrienio, la continuación del 
plan educativo de las Fuerzas Armadas por $125 
mil millones y el inicio del anunciado Programa 
de Modernización y Fortalecimiento de las capa-
cidades del Sector. 

Así, en inversión se requieren $1.15 billones 
adicionales, representados principalmente en los 
siguientes componentes: 

1. Seguridad Ciudadana y Modernización de 
la Policía Nacional ($400 mil millones): el creci-
miento en 25.000 hombres de la Policía Nacional 
no ha estado acompañado por el correspondiente 
incremento en equipo, infraestructura y tecno-
logía, lo cual genera problemas operativos y de 
bienestar. Adicional a esto, es importante iniciar 
la ejecución del programa de Modernización y 
Fortalecimiento de la Policía Nacional, por lo cual 
es imperativo invertir en mejoras en áreas condu-
centes a una mayor seguridad ciudadana para los 
colombianos. 

2. Recursos para educación de la Fuerza Pública 

retos que se le imponen actualmente a la Fuerza 
Pública es necesario fortalecer su plan educativo. 
Asimismo, existe un rezago en la inversión en la 



Página 14 Martes, 7 de octubre de 2014 GACETA DEL CONGRESO  593

infraestructura de las escuelas que hace imperativo 
su actualización y mejoramiento. 

3. Plan de Transformación y Modernización de 
las Fuerzas Militares ($629 mil millones): las Fuer-
zas Militares requieren la adquisición de equipos e 
infraestructura asociada que les permitan enfren-
tar los retos actuales y futuros del país, como son 
la defensa de la soberanía, el control territorial, la 
ciberdefensa y la continuidad en el entrenamiento 
de sus hombres. Por ello, se requiere contar con 
recursos adicionales que se conviertan en palanca 
para dicho plan, que iría hasta el año 2018. 

De acuerdo con lo expuesto anteriormente, el 

Ley de Presupuesto 2015 asciende a $1.15 billones 
como se observa en el Cuadro 3. 

Cuadro 3: Necesidades Gastos de Inversión 
Sector Defensa y Seguridad

Miles de millones de pesos
Proyectos de Inversión 2015 Valor

Apalancamiento plan de modernización 629
Seguridad ciudadana 400
Plan educativo y modernización escuelas 
formación

125

Total 1,154
Conclusión 
Por lo anterior, es necesario reconsiderar el 

monto del presupuesto asignado al Sector para el 
año 2015 en $2,2 billones, de manera que se pueda 
empezar a hacer realidad el Plan de Moderniza-
ción y Fortalecimiento de las Fuerzas Armadas de 
2015-2018 y así tener las capacidades para enfren-
tar los retos futuros en materia de seguridad ciuda-
dana y defensa nacional. 

Por la prosperidad y el anhelo de paz sostenible 
para todos los colombianos, resulta fundamental 
atender estos propósitos.

* * *
CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTE-

RIO DE DEFENSA NACIONAL AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 21 DE 2013

de 1993 y se elimina la exigencia de la libreta 

educación.
 N° 90089 - MDN-DMSG.EC-1.10
Bogotá, D. C., 30 de septiembre de 2014
Doctor 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General 
Senado de la República. 
Congreso de la República
Ciudad 
Estimado doctor Eljach: 
De manera atenta, me permito remitir para su 

conocimiento, el concepto emitido por este Minis-

terio al  por 

se elimina la exigencia de la libreta militar para 
, que 

cursa en el Congreso de la República, reiterando 
los argumentos elevados en el primer debate de di-
cha iniciativa.

El proyecto de ley a la luz de la Constitución 
Política 

El inciso segundo del artículo 216 de la Carta 
Política, precisa que “Todos los colombianos es-
tán obligados a tomar las armas cuando las ne-

-
dependencia nacional y las instituciones públicas. 

tiempo eximen del servicio militar y las prerroga-
tivas por la prestación del mismo. 

Este deber de orden superior se constata por la 
Corte Constitucional en Sentencia C-406 de 1994, 
la cual, al estudiar la exequibilidad de los artículos 

“El servicio militar está concebido como un de-

de la independencia nacional y la protección de 

-
-

 derechos. Por esto, 
-

cendencia social y, para evitar su inobservancia, 
puede contar con los elementos de coerción pre-

de 1993”. (subraya fuera de texto).
-

neración al derecho de locomoción debido al re-
quisito de la libreta de reservista para obtener el 
pasaporte, se dijo:

pueda resultar de lo dispuesto por el literal g) del 

-
servista o la provisional militar para la expedición 
del pasaporte, 
Constitución...” (Subraya fuera de texto).

En cuanto al acceso a cargos y funciones públi-
cas, la misma corporación advirtió:

“Este derecho, consustancial a la democracia, 
también puede ser limitado por el deber constitu-

-

cargos públicos, deben estar libres de toda sos-
pecha de inobservancia de la ley. Por lo tanto, la 

-

su situación militar”. 
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Así mismo, la honorable Corte Suprema de Jus-
ticia en fallo de Tutela T-166-94 señaló: 

“La regla general está constituida por la pres-

circunstancias eximentes obedecen a situaciones 
-

alta corporación en control de legalidad de la ley 
en comento, en Sentencias C-406/94 y C-511/94. 
Las excepciones, consagradas legalmente...no 
pueden...ni de ninguna manera contrariar los 
contenidos normativos de la Constitución Po-

consultando esos contenidos, de donde se puede 
extraer las causales de eximente de la prestación 

Carta uno de los deberes de las personas y de los 
ciudadanos colombianos”. 

Visto lo anterior, es claro que cualquier tensión 
constitucional frente a derechos evocados en el 
proyecto de ley (trabajo y educación) como sus-
tento para su presentación, ha sido ya resuelta en 
múltiples oportunidades por la honorable Corte 
Constitucional y la honorable Corte Suprema de 
Justicia. 

En tratándose de la prestación del servicio mi-
litar obligatorio, la Constitución Política consagra 
un deber superior que la Ley 48 de 1993 convier-
te en obligaciones concretas para los ciudadanos 
–soportadas en la prevalencia del interés general y 
otros deberes previstos en los artículos 1° y 95 de 
la Constitución– orientadas a garantizar su cum-
plimiento.

Así las cosas, y en respetuosa opinión de este 
Ministerio, el proyecto desestima una realidad 
constitucional que la ley, y en este caso la inicia-
tiva en comento, no están llamadas a desconocer.

El proyecto de ley no vulnera los derechos al 
trabajo o la educación 

En concepto de este Despacho, no es dado pre-
dicar que la exigencia que hicieran tanto el Cons-
tituyente (artículo 216 C.N.) como el legislador en 
la Ley 48 de 1993 vulnere el derecho al trabajo. 

-
ción militar puede, sin restricciones, acceder a las 
diferentes ofertas laborales. 

En el mismo sentido, no constituiría una vulne-

de la situación militar es un requisito limitado al 
grado, y no al acceso a estudios superiores.

No hay que perder de vista que los eventos que 
establece el artículo 36 de la Ley 48 de 1993, ins-
tan o exhortan a los ciudadanos a cumplir con el 

De omitir esos requisitos, so pretexto de hacer va-
ler los derechos referidos, la presentación de los 
ciudadanos ante las instancias militares y de po-
licía se vería, en sentir de este Ministerio, franca-
mente disminuida. Así mismo, se afectaría la labor 
de las autoridades de reclutamiento al no contar 

con potencial humano para efectos de garantizar y 
coadyuvar con la seguridad ciudadana. 

El proyecto de ley y la coyuntura política 
En respetuosa opinión de este Ministerio, no 

es de recibo que el proyecto motive su impulsión 
en una expectativa de paz al concluir que en ese 
eventual estadio la prestación del servicio militar 
debería ceder frente a los derechos al trabajo o a 
la obtención de un título profesional. Ello, porque 
el deber impuesto desde la Carta Superior no se 
condiciona a esa coyuntura, y porque la necesidad 
de preservar una Fuerza Pública fortalecida resulta 
esencial para garantizar que esa paz sea estable y 
duradera. 

Así las cosas, cualquier limitación expresa al 
deber consagrado en la Carta Superior y su pre-
valencia frente a otros derechos resulta, como se 
indicó, del resorte exclusivo del Constituyente pri-
mario.

-
rios aportarán a su valiosa labor legislativa, 

Cordial saludo,
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